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Cuestién de inconsti-
tucionalidad promovida por el
Juzgado de Instruccién ndm. 6
de Castellén de la Plana, en

-

diligencias previas nam.

1849/90.

SOBRE: Supuesta inconstitucio-
nalidad del art. 12 de la Ley
sobre Tréafico, Circulacién de
Vehiculos a Motor y Seguridad
Vial; art. 52.II, III y IV del
Cédigo de 1la Circulacién vy
arts. 1, 2 y 8 de la Orden Mi-
nisterial de 29 de julio de

1981,

El Pleno del Tribunal Constitucional, en su reunién.

del dia de hoy y en el asunto de referencia, ha acordado dictar

‘el siguiente

AUTO

I. ANTECEDENTES

1. El1 Juzgado de Instruccién nim. 6 de Castellén de
la Plana, mediante escrito registrado en este Tribunal Consti-
tucional el dia 4 de diciembre de 1990, promovié,‘por Auto dic-
tado el 22 de noviembre Gltimo en diligencias previas nam.
1849/90, cuestién sobre la posible inconstitucionalidad de los
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arts. 12 del Texto Articulado de la Ley sobre Tréafico, Circula-
cién de Vehiculos a Motor y Seguridad Vial; 52.II, III y IV del
C6digo de la Circulacién y 1, 2 y 8 de la Orden Ministerial de
29 de julio de 1981 sobre investigacién del grado de
impregnacién alcohélica de los usuarios de las vias piblicas
por contradiccién con los arts. 17, 24 y 117.3 de la Constitu-
cién.

2. En el Juzgado de Instruccién ntm. 6 de Castellén
de la Plana se incoaron diligencias previas en virtud de denun-

‘cia de la Agrupacién de Tr&fico de la Guardia Civil contra don

Antonio Julve Garcés por conduccién bajo la influencia de bebi-
das alcoh6licas, en base a prueba de deteccién alcohélica. Re-
cibida declaracién al denunciado por el Titular del Juzgado de
Instruccién, se acordé el archivo de las actuaciones por Auto
de 3 de septiembre de 1990, de conformidad con los arts. 789.5,
resolucién primera, y 641.1 de la L.E.Crim. Consider6 el 6rgano
judicial que del resultado de la segunda prueba practicada (1,5
gramos de alcohol por 1.000 centimetros clGbicos de sangre), asi
como de la "indicacién de la fuerza actuante de que el denun-
ciado tenia una deambulacién normal y una mirada brillante, te-
nia un aspecto general normal, siendo su comportamiento arro-
gante" no podian apreciarse indicios de conduccién bajo la in-
fluencia de bebidas alcohélicas en base Gnicamente a su aliento
Yy su mirada. Contra el citado Auto interpuso recurso de reforma
y subsidiario de apelacién el Ministerio Fiscal, acordando el
Juzgado de Instruccién por Auto de 22 de noviembre de 1990,

‘oida la representacién del inculpado y el Ministerio Fiscal,

elevar la presente cuestién de inconstitucionalidad.

Se dice en la fundamentaci6én del Auto de plantea-
miento que los preceptos de cuya constitucionalidad se duda son
aplicables al caso que se pretende resolver, siendo determi-
nantes para la resolucién del recurso de reforma interpuesto
por el Ministerio Fiscal contra el Auto por el que se decretd
el archivo de las diligencias previas. En efecto, de ser con-
trarios a la Constitucién los arts. 52.III y IV del C6digo de
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de 1981 y 12 del Texto Articulado de la Ley sobre Trafico, Cir-
culacién de Vehiculos a Motor y Seguridad Vial, entonces decae-
ria el Gnico fundamento de la denuncia formulada por la Guardia
Civil, constituido por el resultado de la prueba de determina-
cién del grado de alcohol en la sangre del inculpado. Por el
contrario, si el juicio de constitucionalidad de aquellos pre-
ceptos resultase positivo, existirian indicios de criminalidad
valorables en relacién con un delito contra la seguridad del
tr&fico previsto y penado en el art. 340 bis a) del C6digo Pe-
nal y en tal caso seria pertinente estimar la impugnacién del
‘Ministerio Pdblico y mandar practicar las diligencias previstas
‘en el art. 789.2 y 3 de la L.E.Crim.. '

Se indica més adelante en la fundamentacién del
Auto que la doctrina reiterada de este Tribunal Constitucional,
en el sentido de que la consideracién del test alcoholémico
como prueba estd supeditada a la salvaguarda del derecho de de-
fensa y a que se incorpore al proceso de forma que resulten
respetados, en la medida de lo posible, los principios de inme-
diacién judicial, oralidad y contradiccién, no es conforme al
contenido esencial de los derechos fundamentales invocados en
los respectivos procesos constitucionales y que este Tribunal
Constitucional con la doctrina indicada se ha limitado a garan-
tizar el respecto a la inmediacién judicial, oralidad y contra-
diccién sélo en la "incorporacién" de la prueba al proceso, mas
no en su préctica, esto es, en el momento de la formacién misma

del material probatorio preconstituido. Por ello, mediante el
planteamiento de la cuestién se pretende 1la declaracién de
inconstitucionalidad de los preceptos cuestionados por su con-

E tradiccién con los arts. 17, 24 y 117 de la Constitucién por
= una doble via: en primer lugar, sometiendo al Tribunal como
g ‘cuestién nueva la posible inconstitucionalidad del art. 12 del
i Texto Articulado de la Ley sobre Trafico, Circulacién de Vehi-
& culos a Motor y Seguridad Vial, y, en segundo lugar, mediante

la revisién de la doctrina constitucional contenida en distin-

tas resoluciones de este Tribunal sobre la consideracién del
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~ Considera el 6rgano judicial que 1los arts. 52.II,

III y IV del C6digo de la Circulacién, 1, 2 y 8 de la Orden Mi-
nisterial de 29 de julio de 1981 y 12 del Texto Articulado de
la Ley sobre el Tréafico, Circulacién de Vehiculos a Motor y Se-
guridad vial son contrarios al art. 17.1 de la C.E., en cuanto

el conductor que recibe el requerimiento de una fuerza de segu-
ridad de detener su vehiculo y someterse a la prueba de
deteccién alcohélica se ve privado, aun en el caso de que se
niegue a realizar la prueba, de su libertad ambulatoria durante
el tiempo preciso para la préctica de 1las diligencias
policiales, lo que constituye una detencién en el sentido cons-
titucional de término. Asimismo, los citados preceptos son con-
trarios a los arts. 17.3 y 24 de la Constitucién, ya que adole-
cen de un vicio determinante de indefensién para el usuario de
la via piblica, el cual es requerido para someterse a la prueba
de alcoholemia sin intervencién de Letrado, pese a que del re-
sultado de la prueba podria derivarse su inculpacién en un pro-
ceso criminal por delito contra la seguridad del trafico. Tam-
bién vulneraria el derecho a un proceso con las garantias pro-
cesales, al no disponer el imputado de las garantias de contra-
- diccién que le confiere el art. 24 de la C.E., y la reserva de
jurisdiccién a favor de los Jueces y Tribunales (art. 117.3
C.E.), ya que consistiendo la deteccién de alcohol en sangre en
un prueba pericial, segln la doctrina constitucional, es conse-
cuencia ineludible que la misma debe ser realizada precisamente
en presencia judicial, en virtud de resolucién jurisdiccional
fundada, recaida en el marco del proceso penal y no en el de
una actuacién policial preprocesal. Por dGltimo, estima el

E 6rgano judicial que el art. 8 de la Orden Ministerial de 1981
s es, ademds, contrario al art. 17.1 de la Constitucién, en cuan-
é to erige en infraccién administrativa la negativa a someterse
: al test de alcoholemia, lo que vulnera la libertad de la volun-
& tad que se consagra en el citado precepto constitucional.

3. La Seccién Segunda del Pleno de este Tribunal,
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recibidas las actuaciones y oir al Fiscal General del Estado
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. para que en el plazo de diez dias pudiera alegar lo que estima-
se procedente en orden a la posible concurrencia, o no, de las
condiciones procesales necesarias para la admisién de la cues-
tién, en especial por lo que se refiere a la aplicabilidad de
la norma cuestionada y a la posible falta de legitimacién del
Juez Instructor para el planteamiento de dicha cuestién, y de

ser la cuestién propuesta notoriamente infundada.

4, El Fiscal General del Estado, en escrito regis-
‘trado en este Tribunal con fecha 29 de enero de 1991, se remi-
tié, por ser idéntico el Auto que plantea la presente cuestién
al que origina la cuestién de inconstitucionalidad 2807/90, a
las alegaciones formuladas respecto a esta dltima. En las cita-
das alegaciones manifiesta que la cuestién de
inconstitucionalidad ha de quedar limitada al art. 12 de la Ley
sobre Tré&fico y Circulacién de Vehiculos a Motor y Seguridad
{ Vial (L.T.), ya que ni el Cédigo de la Circulacién, mero regla-
i mento, ni la Orden del Ministerio del Interior de 29 de julio
de 1981 son normas con "rango de Ley" tal como exigen los arts.
163 C.E. y 35.1 LOTC para que pueda plantearse la cuestién de
inconstitucionalidad. Pues bien, el citado art. 12 L.T. no con-
/ | tiene disposicién alguna que concierna a una actuacién judicial
;77‘ penal, limiténdose el precepto cuestionado a disponer, primero,
| f que no podrén circular por las vias piblicas el conductor de un
f/ vehiculo de motor con tasas superiores a las reglamentariamente
V establecidas; segundo, que todo conductor queda obligado a so-
meterse a las oportunas pruebas de alcoholemia; y, tercero,
-cudles son las garantias minimas de su préctica. De modo que la

E \ Gnica referencia a la autoridad judicial que se contiene en el
= \\\\‘precepto cuestionado es que puede ordenar que se repitan las
g pruebas a efectos de contraste y que el personal sanitario, no
i los agentes de trdafico que son los encargados de practicar las
& pruebas en ruta, vendrén obligados a darle cuenta en todo caso

del resultado de las pruebas que practiquen. Dado que el art.
12 L.T., al que hay ~que contraer la cuestién de
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. aplicar los Jueces, o mas especificamente el Juez que la plan-
-’

. tea, es preciso concluir su no aplicabilidad al caso sobre el
que tenia que pronunciarse ya que se trata de un precepto ajeno
a lo que tenia que resolver si el hecho denunciado revestia o
no caracteres de delito. Inaplicabilidad, en definitiva, que ha
de conducir a la inadmisién de la presente cuestién segin lo
que autoriza el art. 37.1 C.E. al inobservarse una de las exi-

gencias procesales dispuestas en el art. 35.1 LOTC.

Alcanzada la anterior conclusién, menor importancia

.cobra, seflala el Fiscal General del Estado, si el Juez de Ins-
truccién es competente para plantear la cuestién que ha elevado"
a este Tribunal, ya que aquél, a quien no le corresponde fallar
-la causa, estaba valorando la correccién de una prueba que te-
nia que hacerse en el momento de juzgar y no al instruir. Tesis
que se ve reforzada por el hecho de que el Juez de Instruccién
para adoptar su inicial resolucién de archivar no tuvo en con-
sideracién si la prueba de alcoholemia habia respetado las ga-
rantias constitucionales. Con cita del Auto del Pleno de este
Tribunal de 13 de marzo de 1990 (CI 277/90), considera el Fis-
cal General del Estado conveniente que, apreciada la existen-
cia de un hecho con apariencia delictiva, los juicios relativos
. a la correccién constitucional de la prueba, aceptada su perti-
! ;k nencia procesal, hayan de reservarse a quienes tienen la fun-
/ ;! cién propia de juzgar. Conclusién que avala la necesidad de
f mantener las cuestiones de inconstitucionalidad dentro de los
cauces gque les son propios. Finalmente, pese al esfuerzo
argumental del Juez promoviente, la cuestién planteada ya esté
en su mayor parte resuelta por este Tribunal, y lo que pretende

E \\\N el 6rgano judicial que la suscita es la revisién de dicha doc-
s [ trina. Pues bien, ni hay vulneracién del art. 17 C.E., puesto
é que no se priva de libertad al conductor al que se le practica.
i la prueba de alcoholemia, ni del art. 24.1 C.E., ya que al no
& existir detencién no son aplicables las prevenciones de la

L.E.Crim., respecto a los detenidos, ni, finalmente, del art.
117.3 C.E., dado que ni al practicarse la prueba se est& técni-
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camente en un proceso, ni es poSible advertir que tal investi-
gacién policial excluya o invada la potestad juzgadora de la
jurisdiccién. '

En consecuencia, estima el Fiscal General del Esta-
do que procede acordar la inadmisién de la presente cuestién de
conformidad con el art. 37 LOTC.

IXI. FUNDAMENTOS DICO

1. Reiteradamente ha sefialado este Tribunal que la -
cuestién de inconstitucionalidad no es un medio concedido a los
6rganos  judiciales para una depuracién abstracta del
ordenamiento juridico, sino que representa un instrumento pro-
cesal puesto a disposicién de aquéllos para conciliar la doble
obligacién de su sometimiento a la Ley y a la Constitucién.

‘Esta configuracién explica el car&cter de control concreto de

constitucionalidad de las leyes que la cuestién promovida por
Jueces y Tribunales tienen en nuestro ordenamiento y da sentido
tanto a los requisitos que el art. 163 de la Constitucién y la
LOTC imponen para la admisién de las cuestiones de
inconstitucionalidad como a la rigurosa e indispensable verifi-
cacién que este Tribunal ha de realizar respecto al adecuado
cumplimiento de tales requisitos.

Como requisito para que pueda ser promovida por
Jueces y Tribunales una cuestién de inconstitucionalidad, el
art. 163 de la C.E. -y en términos similares el art. 35.1 de la
LOTC- exige que la norma cuestionada, que se considere que pue-
de ser contraria a la Constitucién, sea una norma con rango de
Ley. En el presente caso, las normas que se cuestionan son el
art. 12 del Texto Articulado de la Ley sobre Tréfico, Circula-
cién de Vehiculos a Motor y Seguridad Vial (L.T.), aprobado por

Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo; el art.
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52.II, III y IV del C6digo de la Circulacién, cuerpo normativo
que fue promulgado por un Decreto de la Presidencia de Gobierno
de 25 de septiembre de 1934 y‘que ha recibido su redaccién ac-
tual en virtud de un Decreto de 26 de diciembre de 1968; y, fi-
nalmente, los arts. 1, 2 y 8 de la Orden Ministerial de 29 de
julio de 1981, sobre investigacién del grado de impregnacién
alcoh6lica de los usuarios de las vias pGblicas. La falta de
rango o fuerza de Ley del Cé6digo de la Circulacién, al que no
es posible atribuir otra fuerza normativa que la propia de un
reglamento de la Administracién PGblica (ATC 214/1982), y de la
Orden Ministerial de 29 de julio de 1981 obliga a entender in-

'cumplido, respecto a los preceptos cuestionados de las citadas

disposiciones, el requisito que establecen los arts. 163 C.E. y
35.1 LOTC, que exigen para que la cuestién de

inconstitucionalidad pueda ser suscitada que la norma en cues-

tién posea rango de Ley, y no puede ser de otro modo, toda vez
que si la norma carece de ese rango y lo posee inferior corres-
ponde a Jueces y Tribunales decidir si se le puede tildar de
contraria al ordenamiento juridico y obrar en consecuencia. Por
ello, el objeto de la cuestién planteada debe entenderse cir-
cunscrito al art. 12 de la L.T..

2. Asimismo, entre las exigencias de procedibilidad

§ figura en el art. 35.2 LOTC que el planteamiento de la cuestién

se haga una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo
para dictar Sentencia y que de la validez de la Ley cuestionada
dependa la resolucién que haya de dictarse, determinando su au-
sencia la inadmisién del proceso de inconstitucionalidad a tra-
vés del trémite del art. 37.1 de la LOTC. En este caso la duda
sobre la constitucionalidad del art. 12 de la L.T. no se susci-
ta en el plazo para dictar Sentencia por el 6rgano que tiene
atribuido el conocimiento y fallo de la causa penal seguida,
sino por el Juez de Instruccién, una vez que ordendé el archivo
de las actuaciones y el Ministerio Fiscal recurrié dicha deci-
sién, sefialando en orden a la idoneidad del momento del plan-
teamiento, que dicho precepto determina la resolucién del

recurso contra el Auto por el que se acordé el sobreseimiento y
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archivo de lo actuado. La expresada argumentacién, sin embargo,
no puede acoderse para justificar la aplicacién de la norma
cuestionada y la fase procesal en que la cuestién se formula.

Al respecto cabe recordar que, como este Tribunal
ha afirmado en reiteradas ocasiones, el término "fallo" del
art. 163 de la Constitucién (y del art. 35.1 de la LOTC) ha de
ser interpretado flexiblemente, no coincidente con el més es-
tricto de Sentencia (SSTC 76/1982; 54/1983 y 55/1990, entre
otras) permitiendo cuestionar la constitucionalidad de una nor-
ma legal cuya aplicacién resulta imprescindible para fundamen-.

‘tar la decisién judicial a adoptar, impidiendo asi la aplica-

cién directa de la norma legal cuya constitucionalidad se cues-.

‘tiona siempre y cuando la falta de planteamiento de la cuestién

pueda ocasionar un perjuicio irreparable a alguna de las partes
o atentar gravemente a la regularidad del procedimiento.

Pues bien, el 6rgano judicial promoviente ordené el
archivo provisional de las diligencias previas, al amparo de
los arts. 789.5.12 y 641.1 de la LECrim., por no apreciarse in-
dicios de conduccién bajo la influencia de bebidas alcohélicas
con base en atestado de la Guardia Civil, en el que figuraba
el resultado de las dos pruebas de alcoholemia practicadas y
los datos relativos al comportamiento y aspectos generales del
inculpado. La resolucién del recurso de reforma interpuesto'por
el Ministerio Fiscal contra la decisién judicial del archivo en
nada resulta afectada por la conformidad o disconformidad del
art. 12 de la L.T. con los arts. 17, 24 y 117.3 de la Constitu-
cién, en cuanto la decisién judicial debe limitarse a determi-
nar la existencia o no de indicios suficientes de haberse come-
tido un hecho tipificado como delito y, en consecuencia; con-
firmar el acuerdo de archivo o revocarlo, en sﬁ caso, para pro-
ceder con arreglo a lo establecido en el art. 789.52.4¢ de la
LECrim., por lo que para  fundamentar la decisién judicial a
adoptar no resulta necesario la aplicabilidad de la norma cues-
tionada, la cual, ademéds, como sefiala el Ministerio Fiscal, no

contiene disposicién alguna que concierna a una actuacién judi-
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cial penal, salvo las referencias relativas a la repeticién del
De otra parte, no es al Juez de
Instruccién, sino al 6rgano judicial competente para el conoci-
miento y fallo de la causa, en el supuesto de que no se proceda
a su archivo, a quien le corresponde la valoracién de las prue-
bas practicadas y, por tanto, quien ha de precisar, junto con
las demas pruebas que se practiquen, el alcance probatorio del
test de alcoholemia y determinar si, para tenerla en considera-
cién, tal prueba ha sido llevada a cabo con las necesarias ga-
rantias, por lo que no puede considerarse oportuna la fase pro-

cesal en que la cuestidén se formula. Asi pues, el incumplimien-

to de los requisitos procesales puestos de manifiesto al inicio

de este fundamento juridico determinan la inadmisién a tré&mite
de la cuestién suscitada.

En razén a lo expuesto, el Pleno del Tribunal Cons-

titucional acuerda la inadmisién de la cuestién de
inconstitucionalidad promovida por el Juzgado de Instruccién
nim. 6 de Castellén de la Plana, en su Auto de 22 de noviembre
de 1990, contra los arts. 12 del Texto Articulado de la Ley so-.

bre Trédfico, Circulacién de Vehiculos a Motor y Seguridad Vial;

'52.II, III y IV del C6digo de Circulacién y 1, 2 y 8 de la Or-

den Ministerial de 29 de julio de 1981.

t uno.,

'Madrid, a doce de febrero de mil novecientjg/ggz
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